
Con reserva y completa discre-
ción, el año pasado Gonzalo Blu-
mel, exministro del Interior, y
Juan José Obach, director ejecu-
tivo del centro de estudios Hori-
zontal —ligado a Evópoli—, co-
menzaron a trabajar en la idea:
generar propuestas concretas
para abordar la creciente crisis
de seguridad en el país. 

Para ello, convocaron a un grupo trans-
versal de expertos que contara con conoci-
mientos teóricos, pero también con expe-
riencia práctica en la materia y, en conjunto,
elaboraran un documento, que ya está listo y
al cual accedió en exclusiva “El Mercurio”. 

El grupo comenzó a tomar forma en agos-
to. Tras llamados y distintas conversaciones
se incorporaron a figuras reconocidas por su
manejo en temas de seguridad, entre ellas,
Christian Alveal, ex director nacional de
Gendarmería; el general (r) de Carabineros y
actual director de Seguridad en la Municipa-
lidad de La Reina, Enrique Bassaletti, y el ex
general subdirector nacional de Carabineros
y actual director del Observatorio Territorial
de Seguridad de la Asociación de Municipa-
lidades de Chile (Amuch), Esteban Díaz. 

También sumaron a Juan Francisco Galli,
subsecretario del Interior en el segundo go-
bierno de Sebastián Piñera; a Pilar Giannini,
exjefa de la División de Seguridad Pública del
mismo ministerio y hoy subsecretaria ejecu-
tiva de la Asociación de Municipalidades pa-
ra la Seguridad Ciudadana de la Zona Orien-
te (Amszo), y a Catalina Mertz, ex directora
ejecutiva de Paz Ciudadana y asesora de altas
autoridades de gobierno en seguridad.

Además, se incorporaron Luis Toledo, ex-
fiscal y director del Centro de Estudios para
la Acción y Prevención en Seguridad Pública
y Crimen Organizado (Cescro) de la USS, y
Pablo Urquízar, ex coordinador nacional de
seguridad en la macrozona sur.

Ya con el equipo armado —que destaca no
solo por la expertise de sus integrantes en dis-
tintas áreas, sino también por su cercanía con
diferentes sectores políticos dentro de Chile
Vamos—, la tarea estaba definida: generar pro-
puestas basadas en evidencia y experiencias
prácticas para abordar el problema creciente
de la inseguridad. Para lograr esto realizaron
diez reuniones de trabajo en las oficinas del
centro de estudios, ubicadas en Las Condes.

UN EXPERTO POR TEMA

Las sesiones siguieron un formato estruc-
turado. “Cada uno exponía sobre una pro-
blemática en particular, que conforman los
ejes de la propuesta, generándose una dis-
cusión y retroalimentación respecto de la
cual Horizontal recogía los aspectos más re-
levantes que posteriormente se concretaron
en las diversas medidas”, cuenta el excoor-
dinador de la macrozona sur.

Urquízar expuso sobre terrorismo, Mertz
habló sobre prevención social enfocada en
infancia y Giannini lo orientó a los gobiernos
locales. Por su parte, Toledo se centró en el
crimen organizado, Galli en inteligencia y
los generales (r) de Carabineros discutieron
la situación de las policías. 

Christian Alveal, por su parte, expuso sobre
la problemática de las cárceles. Consultado so-
bre el aporte de la experiencia de los distintos
miembros del grupo, comenta que “la política
criminal en la región, Chile no fue la excepción,
se centró básicamente en sacar a los delin-
cuentes de las calles, desentendiéndose de las
cárceles. Un error estratégico que permitió que
delincuentes estando presos formaran pode-
rosos grupos criminales que azotan la región”.

Añade que valora “este trabajo multidisci-
plinario, pues no es común que se discuta el
mundo carcelario, ni menos su rol para de-

sincentivar la reincidencia delictual”.
Tras cada exposición, se abría un espacio

para conversar, del que nacía el diagnóstico
y las posibles soluciones. “Se discutían las
propuestas, se aunaban posiciones y se
acordaban mejoras”, comenta Giannini. 

En estas reuniones de trabajo también es-
tuvo presente Pilar Lizana, experta en cri-
men organizado y narcotráfico, quien parti-
cipó de todas las discusiones.

El investigador de Horizontal, Alfonso Es-
paña, se desempeñó como secretario ejecu-
tivo de la mesa y tuvo la tarea de consolidar
toda esta información en un documento, el
que luego fue revisado por cada miembro
del equipo. “Le tocó trabajar harto”, se ríe
uno de los miembros del grupo, aludiendo a
las idas y venidas de los archivos entre los
distintos expertos.

Así se concretó la hoja de ruta, basada en
un diagnóstico actualizado de la situación
del crimen organizado en el país. 

Pero el proceso de construcción no se limi-
tó solo a estas sesiones internas. Una vez crea-
do este borrador, buscaron la opinión de otros
expertos para obtener nuevas perspectivas.
Así, lo socializaron con el exsubsecretario del
Interior de Piñera, Rodrigo Ubilla; el exminis-
tro del Interior de Michelle Bachelet, Jorge
Burgos, y el director nacional de Seguridad
Pública en el primer gobierno de Piñera y fun-
dador de Alto —empresa pionera en el uso de
tecnología para la seguridad—, Jorge Nazer.

EL DOCUMENTO FINAL

El resultado fue un conjunto de plantea-

Galli, Urquízar, Alveal, Bassaletti, Mertz, Giannini, Blumel, Díaz y Toledo son
los nombres que conforman el equipo convocado por el centro de estudios
Horizontal para generar una hoja de ruta frente a la delincuencia y el crimen
organizado. El informe se dará a conocer en un seminario en el Centro
Cultural La Moneda a finales de mayo. | FLORENCIA DONOSO R.

Parte del equipo de expertos,
liderado por Gonzalo Blumel, se reunió
este jueves.
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LAS 100 MEDIDAS
QUE PREPARA LA
CENTRODERECHA
para enfrentar la
crisis de seguridad

PODRÍA SENTAR LAS BASES DE UN 
FUTURO PROGRAMA DE GOBIERNO:
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A CONTINUACIÓN, ALGUNAS DE LAS INICIATIVAS PLANTEADAS:

Las propuestas se estructuraron en ocho ejes temáticos
1 UN ESTADO FUERTE

Y COORDINADO
Creación del Ministerio de Seguri-
dad Pública en seis meses. Propo-
nen, además, que este ministerio incorpore
a Gendarmería, a la Unidad de Análisis
Financiero, al Servicio Nacional de Migra-
ciones, a Senapred y Senda. 
Fusionar la Secretaría General de
la Presidencia con el Ministerio del
Interior, considerando que el Ministerio
de Seguridad “asumirá una parte relevante
de las funciones que hoy están radicadas
en el Ministerio del Interior”.
Persecución del delito con IA.
Propone conectar los sistemas de infor-
mación del Estado para realizar análisis
preventivos e investigativos con inteligen-
cia artificial. El sistema estará a disposi-
ción de las policías, quienes deberán solici-
tar una autorización al juez de garantía e
ingresar a través de perfiles diferenciados,
que permitan resguardar los datos perso-
nales y la reserva en determinadas investi-
gaciones.

2 POLICÍAS PARA 
EL SIGLO XXI

Aumentar la dotación de Carabi-
neros en 6.000 efectivos para tareas
operativas, en un plazo de cuatro años, y
potenciar los incentivos para la permanen-
cia de los mismos en su carrera profesio-
nal.
Mejorar herramientas de gestión
del personal. Para evitar los retrasos en

los ascensos y permitir que los carabineros
puedan modelar su planta de acuerdo a las
necesidades, se propone incluir herramien-
tas como, por ejemplo, introducir una
“lista anual de retiro”, como en las FF.AA. 
Perfeccionar la atención a vícti-
mas y denunciantes, en un plazo de
cuatro años, capacitando a las secretarías
de Carabineros y agregando trabajadores
sociales para apoyar en estas funciones. 
Establecer canales de información
obligatorios entre las policías y
Gendarmería, en un plazo de un año.
Esto, con el objeto de prevenir la reinci-
dencia (en el caso de Carabineros) o inves-
tigar posibles redes delictuales (en el caso
de la PDI).

3 UN SISTEMA DE
INTELIGENCIA

MODERNO
Modernizar el Sistema de Inteli-
gencia. Consideran necesario reforzar, en
uno o dos años, las capacidades de la
Agenda Nacional de Inteligencia (ANI),
incrementando proporcionalmente los
recursos materiales y técnicos. 
Consolidar las capacidades de la
ANI mediante la inversión en tec-
nología. Esto le permitirá hacer estima-
ciones predictivas usando la información
del Estado en base a la inteligencia artifi-
cial.
Crear una escuela de agentes de
inteligencia. Esta estará orientada a la
formación, capacitación y perfecciona-
miento de los integrantes del Sistema de

Inteligencia del Estado.

4 HACIA UN SISTEMA
DE JUSTICIA

EFECTIVO
Crear un Tribunal Supraterritorial
Especializado en crimen organizado,
narcotráfico y terrorismo, que pueda
conocer las investigaciones fuera del
territorio donde ocurren los hechos. Esto
permitirá, según su análisis, evitar amena-
zas o presiones sobre jueces.
Establecer un Código contra el
crimen organizado, en el plazo de un
año. Este reuniría todos los delitos penales
asociados, como los delitos de drogas,
sobre control de armas, la asociación
delictiva y criminal, entre otras.
Aumentar la dotación efectiva de
fiscales en 400, en un plazo de cuatro
años, lo que ayudaría a reducir la propor-
ción de imputados desconocidos, aumentar
las audiencias de control de detención y las
salidas judiciales y reducir el uso del archi-
vo provisional, entre otras.

5 CONTROL TRAS 
LAS REJAS

Construir dos recintos penitencia-
rios de máxima seguridad, en un
plazo de cuatro años, en lugares de difícil
acceso, que permitirán aumentar la segu-
ridad tanto interna como externa de las
cárceles.
Establecer régimen de segrega-
ción reforzada para jefes y miem-

bros de las organizaciones crimi-
nales o terroristas. Se deberá reducir
al máximo el contacto del reo con el exte-
rior, de manera telemática o presencial,
para disociarlo del colectivo.
Generar una fuerza de tarea para
la búsqueda de prófugos. Esto, a
través de un trabajo colaborativo de Gen-
darmería, Carabineros, PDI y el Servicio
Nacional de Migraciones.
Crear una Unidad Anticorrupción
dentro de Gendarmería, para preve-
nir, alertar y sancionar la asociación de
funcionarios con reos y el ingreso de pro-
ductos a los recintos.
Implementar un sistema efectivo
de bloqueo de llamadas de telefonía
celular en prisiones de alta seguridad. 

6 FRONTERAS
PROTEGIDAS 

Y ORDENADAS
Crear fuerzas de tareas contra el
crimen organizado transnacional.
En estas deben cooperar PDI, Carabineros,
FF.AA., ANI, Servicio Nacional de Adua-
nas, el Estado Mayor Conjunto, DGAC, el
Ministerio Público y el Servicio Nacional de
Migraciones.
Conformar una fuerza de tarea
para el control de la frontera con
foco en la zona norte. Estará inte-
grada por las policías y con mando del
Ejército. En un mediano plazo deberá ser
institucionalizada creando una Unidad de
Control de Frontera.
Crear fuerza liderada por la PDI

para identificar y expulsar inmi-
grantes irregulares. Cooperarán
Carabineros, Fiscalía Nacional, Servicio
Nacional de Migraciones y Gendarmería.
Establecer puntos de control mi-
gratorio en lugares estratégicos.
Estos serán administrados por el Servicio
Nacional de Migraciones y la PDI.

7 UN TERRITORIO
LIBRE DE

TERRORISMO
Convocar a un Pacto Nacional
contra el Terrorismo, fundado en la
protección de los derechos humanos, las
libertades fundamentales, la democracia,
entre otros.
Elaborar una estrategia integral
antiterrorista, con cuatro pilares:
prevenir, proteger, perseguir y preparar la
respuesta.
Sancionar como falta grave las
huelgas de hambre que se produzcan en
recintos penitenciarios. 

8 PREVENCIÓN 
EN INFANCIA Y

BARRIOS SEGUROS
Integrar el modelo del “Plan Cua-
drante y Seguridad preventiva” de
Carabineros en las direcciones de seguri-
dad municipal.
Impulsar el programa “Escuelas
abiertas”, para que los colegios se
mantengan abiertos, entregando talleres
recreativos. n
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“Alrededor de una quincena de
comuneros mapuches del sector
rural de Lumaco, en la provincia
de Malleco, asaltaron e incen-
diaron tres camiones de la em-
presa forestal Arauco en protes-
ta porque la compañía explota
un predio con plantaciones de
pino insigne sobre el cual recla-
man derechos ancestrales”.

Así informaba “El Mercurio”, el 2 de di-
ciembre de 1997, un hecho que, desde el
principio pareció inusual.

En la zona ya había tomas y manifestacio-
nes, pero quemar camiones era, para la épo-
ca, algo nuevo.

Recuerda Domingo Namuncura, director
de la Conadi en aquella época, que las mis-
mas comunidades indígenas se vieron sor-
prendidas. Y no hubo, por bastante tiempo,
nadie que reivindicara el atentado.

Posteriormente, “dentro del movimiento
indígena comenzaron los comentarios. Se
decía que habían sido los ‘niños nuevos’, los
de la CAM”, agrega.

Aunque el hecho se investigó, y hubo 12
procesados, el gobierno de esa época no le
dio mayor importancia política al hecho. “La
idea era priorizar nuestra atención en las co-
munidades que sí tenían interés en estable-
cer un diálogo político con el Estado. Pensá-
bamos que el resto era un grupo muy reduci-
do, sin ningún impacto”, expresa el exemba-
jador en Guatemala.

Tiempo después se sabría la verdad. Era el
primer atentado de lo que se conocería ofi-
cialmente como la Coordinadora Arauco
Malleco (CAM). 

Ese día, hace 27 años, fue también el de-
but de Héctor Llaitul, como parte de una
operación violenta en el marco de presuntas
reivindicaciones indígenas.

“En Lumaco, personalmente, estuve ahí,
aportando a la organización y lucha de esas co-
munidades. (...) Los mapuches partieron y en
el camino decidieron que si encontraban un
camión, lo quemarían. (...) Los forestales
arrancaron, alguien sacó un encendedor y en-
tre todos echaron la chamiza adentro de los ca-
miones y la encendieron (...)”, cuenta el mismo
Llaitul en el libro “Conversaciones con un wei-
chafe en la prisión política”, de Jorge Arrate.

El hecho marcaría un antes y un después
en la macrozona sur, pues desde ese mo-
mento la CAM empezaría a levantarse en ar-
mas —y luego otros movimientos— bajo el
liderazgo de Héctor Llaitul Carrillanca, el
mismo que hoy está a la espera de la conde-
na que dictará el Tribunal Oral en Lo Penal
de Temuco el 7 de mayo. Y esta podría ser
histórica: de 25 años de cárcel.

LÍDER OPERATIVO E
INTELECTUAL

Fuentes conocedoras de la violencia en la
zona relatan que “Llaitul le da contenido po-
lítico y operativo a la violencia en la CAM, un
modelo que es replicado después por las dis-

tintas orgánicas radicalizadas del sur. En-
tonces, el artífice de la violencia política, di-
recta o indirectamente es él”. 

Agregan que, con pasado en el FPMR y de
formación universitaria, era el elegido lógico
“para liderar la parte operativa y también la
intelectual”.

De hecho, es él quien vuelve a poner en el
debate público el concepto de “weichafe” o
guerrero.

“Para él un weichafe es un militante del
movimiento mapuche, un militante teórico
práctico, que está en terreno, y desde ahí va
desarrollando una doctrina que, en el libro
de la CAM se llama ‘acción y pensamiento’.
Eso resume la dialéctica de él. Estar en terre-
no genera el pensamiento para la acción”,
afirma el historiador Fernando Pairicán.

En concreto, Llaitul quiere “guerreros po-

líticos” para llegar a lo que denomina “la Li-
beración Nacional o la autodeterminación
del pueblo mapuche por fuera de la institu-
cionalidad”, agrega.

En 2008, ese liderazgo sufriría un golpe
luego de que fuera detenido por su respon-
sabilidad en el atentado al fiscal Mario El-
gueta, en Puerto Choque.

Llaitul debió cumplir una pena de cinco
años y un día en la cárcel de Angol, lugar
donde, de acuerdo con los entendidos, pen-
só en una estrategia para resguardarse para
una próxima oportunidad. Es ahí cuando
surgieron las Organizaciones de Resistencia
Territorial (ORT).

“Al crear las ORT separa lo político de lo
operativo. Una parte se dedica a la estrategia
y los otros son células, operadas por una
cantidad baja de personas, para que si los

detienen, eso no se vincule con la CAM”,
asegura un experto. Es un modelo de opera-
ción que se copió e hizo que se multiplicaran
las orgánicas violentas en la zona.

Para Hugo Alcamán, presidente de la Cor-
poración de Profesionales Mapuches, “Llai-
tul es una persona educada, desde el punto
de vista chileno. Sabe los códigos sociales
chilenos, estudió en una universidad presti-
giosa, la de Concepción, es trabajador social,
tiene carisma. Lo conozco y lamento que se
haya ido por ese camino ideológico, pues
ellos se mueven bajo una ideología, que es el
neomarxismo”.

DEMORA EN LA QUERELLA

Para muchos, la detención y condena de
Llaitul es un hito “histórico”. Sin embargo,
entendidos creen que pese a la importancia
del tema, este Gobierno tuvo dudas a la hora
de apoyar y ampliar la querella por Ley de
Seguridad Interior del Estado que pendía so-
bre el líder de la CAM desde la segunda ad-
ministración de Sebastián Piñera.

Las mismas fuentes agregan que había se-
ñales de que la querella se retiraría por el Mi-
nisterio del Interior. Esto luego de que se su-
piera que el Gobierno había tratado de esta-
blecer contactos con Llaitul y de que el Presi-
dente Boric dijera que “nuestro Gobierno no
persigue ideas”, al responder a frases del vo-
cero de la coordinadora.

Era un ambiente político que, además,
provocaba dudas en el Ministerio Público. 

¿Qué hizo que esto cambiara? Conocedo-
res de Interior cuentan que fueron claves las
permanentes intervenciones públicas de
Llaitul, en las que incluso reconoció que la
CAM tenía una estrategia para el robo de
madera. Estas dejaron al Gobierno sin piso
para demorar más la decisión.

Finalmente, La Moneda amplió la quere-
lla a fines de julio. Llaitul fue detenido un
mes después. 

¿Qué viene ahora? Para Alcamán, “la vio-
lencia no va a terminar. La única solución es
el reconocimiento constitucional, de la ma-
no con los mapuches que queremos la paz.
Así podremos decir que ese es el camino
efectivo”. n

DE LUMACO A TEMUCO: 
La violenta ruta de Héctor Llaitul

A NUEVE DÍAS DE QUE SE CONOZCA SU CONDENA

En 1997 participó de la quema de tres camiones de Forestal Arauco. Desde ahí en adelante, creó un modelo
de violencia política que hoy tiene varios seguidores en la macrozona sur. Este es el camino de 27 años de
atentados del líder de la Coordinadora Arauco Malleco (CAM). | MATÍAS BAKIT

Héctor Llaitul
muestra sus ma-

nos esposadas,
luego de que se le

declarara culpable.
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mientos contenidos en el informe “Un pacto
por la seguridad: 100 propuestas para en-
frentar la delincuencia en Chile” que, orga-
nizadas en ocho ejes (ver recuadro), detallan
no solo ideas, sino también plazos y cómo
implementarlas.

Su aporte es que “contiene una serie de
medidas que surgieron desde la visión y la
experiencia profesional de cada uno de
quienes fuimos convocados, obteniendo fi-
nalmente propuestas que tienen énfasis en
la gestión, la coordinación interinstitucio-
nal, en la disminución de la corrupción y de
los delitos, y que persiguen aportar a la cons-
trucción de un sistema de seguridad pública
que se relacione también con el mundo pri-
vado”, analiza el exfiscal Toledo. 

En este sentido, afirma que intentan apor-
tar con “herramientas, canales, interoperati-
vidad y gestión que permitan eficiencia en
las políticas públicas para disminuir la im-
punidad en áreas delictivas muy lesivas para
la sociedad”.

Algunas de las propuestas del documento
son la creación de dos nuevas cárceles de se-
guridad para líderes de bandas y un nuevo
sistema de regímenes penitenciarios dife-
renciados, la creación de fuerzas de tarea
conjuntas contra el crimen organizado y otra
para el control fronterizo, la creación de un
Tribunal Supraterritorial Especializado en
crimen organizado, narcotráfico y terroris-
mo, entre otros.

“Es una hoja de ruta concreta para mejo-
rar la seguridad, abordar el problema del cri-
men organizado que enfrenta el país y redu-
cir el temor de la ciudadanía”, sostiene Pilar
Giannini, y agrega que el documento desta-

ca “el rol que juega la coordinación interins-
titucional y el trabajo colaborativo para la re-
solución de problemas de seguridad, la revi-
sión de la experiencia comparada y la pre-
sentación de buenas prácticas concretas
acordes a la realidad del país”.

LA PRIMERA PIEDRA

“El documento constituye una verdadera
hoja de ruta”, asegura Blumel. Aunque la ini-
ciativa surge desde Evópoli, como el grupo
cuenta con cercanos a los tres partidos de Chi-
le Vamos, el documento adquiere un carácter
transversal y de consenso dentro del sector.

Además, se podría consolidar como el pri-
mer esfuerzo concreto que podría derivar las
medidas sobre seguridad de un programa de
gobierno del bloque. 

Al ser consultado por esta posibilidad,
Blumel contesta que “si es que quienes asu-
man el desafío de ir a una elección presiden-
cial toman estas propuestas, bienvenido sea.
Los centros de estudio siempre buscamos
contribuir en el debate de las ideas”. 

Agrega que “ese es el trabajo de un centro
de estudio, incidir en la discusión pública a
través de buenas políticas públicas basadas
en la evidencia”. 

Galli, por su parte, espera que “puedan ser
consideradas por los candidatos del sector
para poner sobre la mesa las medidas que
consideramos necesarias para avanzar en el
corto, mediano y largo plazo”.

Algunos aclaran, eso sí, que la precandida-
ta presidencial del sector, Evelyn Matthei, no
conoce el detalle del documento, pero que
han conversado con ella las propuestas de
seguridad, y existen bastantes coincidencias.

Más allá de mirar un futuro gobierno, en el
equipo afirman que es clave alcanzar con-
senso entre los distintos sectores políticos
para avanzar en estas materias, por lo que
esperan que algunas medidas comiencen a
aplicarse lo antes posible, incluso en esta ad-
ministración. Esa es la razón tras el título del
documento, dicen.

“Un pacto es una invitación a todos los ac-
tores a trabajar unidos en una agenda que no
es propia de un sector, sino que es un verda-
dero desafío país; quizás el más importante
desde la vuelta a la democracia”, se lee en
una carta firmada por Blumel y Obach al ini-
cio del informe.

“En tiempos en que el Gobierno ha decla-
rado que existe una crisis de seguridad y las
encuestas muestran que los chilenos consi-
deran, por lejos, a la seguridad como su prin-
cipal preocupación, este documento preten-
de proponer un camino para avanzar”, indi-
ca Galli. Añade que lo proponen “como un
intento por aunar voluntades para enfrentar
un tema que es de primera prioridad para el
Estado y la ciudadanía”.

Por lo mismo, y para darlo a conocer, es-
tán organizando un seminario para el 24 de
mayo en el Centro Cultural La Moneda. En
este, la ministra del Interior, Carolina Tohá,
realizará una introducción, y luego se desa-
rrollará un panel de conversación enfocada
en la seguridad municipal. Para este, ya está
confirmada la presencia de las alcaldesas de
Providencia y Vitacura, Evelyn Matthei y Ca-
mila Merino. n

Una de las propuestas es la creación
de fuerza liderada por la PDI para identifi-

car y expulsar a inmigrantes irregulares.
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“Contiene medidas que
surgieron de la visión y
experiencia profesional de
quienes fuimos
convocados”.
LUIS TOLEDO
Exfiscal

“Esperamos que sean
consideradas por los candidatos
del sector para poner sobre la
mesa las medidas necesarias
para avanzar”.
JUAN FRANCISCO GALLI
Exsubsecretario del Interior
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“Alrededor de una quincena de
comuneros mapuches del sector
rural de Lumaco, en la provincia
de Malleco, asaltaron e incen-
diaron tres camiones de la em-
presa forestal Arauco en protes-
ta porque la compañía explota
un predio con plantaciones de
pino insigne sobre el cual recla-
man derechos ancestrales”.

Así informaba “El Mercurio”, el 2 de di-
ciembre de 1997, un hecho que, desde el
principio pareció inusual.

En la zona ya había tomas y manifestacio-
nes, pero quemar camiones era, para la épo-
ca, algo nuevo.

Recuerda Domingo Namuncura, director
de la Conadi en aquella época, que las mis-
mas comunidades indígenas se vieron sor-
prendidas. Y no hubo, por bastante tiempo,
nadie que reivindicara el atentado.

Posteriormente, “dentro del movimiento
indígena comenzaron los comentarios. Se
decía que habían sido los ‘niños nuevos’, los
de la CAM”, agrega.

Aunque el hecho se investigó, y hubo 12
procesados, el gobierno de esa época no le
dio mayor importancia política al hecho. “La
idea era priorizar nuestra atención en las co-
munidades que sí tenían interés en estable-
cer un diálogo político con el Estado. Pensá-
bamos que el resto era un grupo muy reduci-
do, sin ningún impacto”, expresa el exemba-
jador en Guatemala.

Tiempo después se sabría la verdad. Era el
primer atentado de lo que se conocería ofi-
cialmente como la Coordinadora Arauco
Malleco (CAM). 

Ese día, hace 27 años, fue también el de-
but de Héctor Llaitul, como parte de una
operación violenta en el marco de presuntas
reivindicaciones indígenas.

“En Lumaco, personalmente, estuve ahí,
aportando a la organización y lucha de esas co-
munidades. (...) Los mapuches partieron y en
el camino decidieron que si encontraban un
camión, lo quemarían. (...) Los forestales
arrancaron, alguien sacó un encendedor y en-
tre todos echaron la chamiza adentro de los ca-
miones y la encendieron (...)”, cuenta el mismo
Llaitul en el libro “Conversaciones con un wei-
chafe en la prisión política”, de Jorge Arrate.

El hecho marcaría un antes y un después
en la macrozona sur, pues desde ese mo-
mento la CAM empezaría a levantarse en ar-
mas —y luego otros movimientos— bajo el
liderazgo de Héctor Llaitul Carrillanca, el
mismo que hoy está a la espera de la conde-
na que dictará el Tribunal Oral en Lo Penal
de Temuco el 7 de mayo. Y esta podría ser
histórica: de 25 años de cárcel.

LÍDER OPERATIVO E
INTELECTUAL

Fuentes conocedoras de la violencia en la
zona relatan que “Llaitul le da contenido po-
lítico y operativo a la violencia en la CAM, un
modelo que es replicado después por las dis-

tintas orgánicas radicalizadas del sur. En-
tonces, el artífice de la violencia política, di-
recta o indirectamente es él”. 

Agregan que, con pasado en el FPMR y de
formación universitaria, era el elegido lógico
“para liderar la parte operativa y también la
intelectual”.

De hecho, es él quien vuelve a poner en el
debate público el concepto de “weichafe” o
guerrero.

“Para él un weichafe es un militante del
movimiento mapuche, un militante teórico
práctico, que está en terreno, y desde ahí va
desarrollando una doctrina que, en el libro
de la CAM se llama ‘acción y pensamiento’.
Eso resume la dialéctica de él. Estar en terre-
no genera el pensamiento para la acción”,
afirma el historiador Fernando Pairicán.

En concreto, Llaitul quiere “guerreros po-

líticos” para llegar a lo que denomina “la Li-
beración Nacional o la autodeterminación
del pueblo mapuche por fuera de la institu-
cionalidad”, agrega.

En 2008, ese liderazgo sufriría un golpe
luego de que fuera detenido por su respon-
sabilidad en el atentado al fiscal Mario El-
gueta, en Puerto Choque.

Llaitul debió cumplir una pena de cinco
años y un día en la cárcel de Angol, lugar
donde, de acuerdo con los entendidos, pen-
só en una estrategia para resguardarse para
una próxima oportunidad. Es ahí cuando
surgieron las Organizaciones de Resistencia
Territorial (ORT).

“Al crear las ORT separa lo político de lo
operativo. Una parte se dedica a la estrategia
y los otros son células, operadas por una
cantidad baja de personas, para que si los

detienen, eso no se vincule con la CAM”,
asegura un experto. Es un modelo de opera-
ción que se copió e hizo que se multiplicaran
las orgánicas violentas en la zona.

Para Hugo Alcamán, presidente de la Cor-
poración de Profesionales Mapuches, “Llai-
tul es una persona educada, desde el punto
de vista chileno. Sabe los códigos sociales
chilenos, estudió en una universidad presti-
giosa, la de Concepción, es trabajador social,
tiene carisma. Lo conozco y lamento que se
haya ido por ese camino ideológico, pues
ellos se mueven bajo una ideología, que es el
neomarxismo”.

DEMORA EN LA QUERELLA

Para muchos, la detención y condena de
Llaitul es un hito “histórico”. Sin embargo,
entendidos creen que pese a la importancia
del tema, este Gobierno tuvo dudas a la hora
de apoyar y ampliar la querella por Ley de
Seguridad Interior del Estado que pendía so-
bre el líder de la CAM desde la segunda ad-
ministración de Sebastián Piñera.

Las mismas fuentes agregan que había se-
ñales de que la querella se retiraría por el Mi-
nisterio del Interior. Esto luego de que se su-
piera que el Gobierno había tratado de esta-
blecer contactos con Llaitul y de que el Presi-
dente Boric dijera que “nuestro Gobierno no
persigue ideas”, al responder a frases del vo-
cero de la coordinadora.

Era un ambiente político que, además,
provocaba dudas en el Ministerio Público. 

¿Qué hizo que esto cambiara? Conocedo-
res de Interior cuentan que fueron claves las
permanentes intervenciones públicas de
Llaitul, en las que incluso reconoció que la
CAM tenía una estrategia para el robo de
madera. Estas dejaron al Gobierno sin piso
para demorar más la decisión.

Finalmente, La Moneda amplió la quere-
lla a fines de julio. Llaitul fue detenido un
mes después. 

¿Qué viene ahora? Para Alcamán, “la vio-
lencia no va a terminar. La única solución es
el reconocimiento constitucional, de la ma-
no con los mapuches que queremos la paz.
Así podremos decir que ese es el camino
efectivo”. n

DE LUMACO A TEMUCO: 
La violenta ruta de Héctor Llaitul

A NUEVE DÍAS DE QUE SE CONOZCA SU CONDENA

En 1997 participó de la quema de tres camiones de Forestal Arauco. Desde ahí en adelante, creó un modelo
de violencia política que hoy tiene varios seguidores en la macrozona sur. Este es el camino de 27 años de
atentados del líder de la Coordinadora Arauco Malleco (CAM). | MATÍAS BAKIT

Héctor Llaitul
muestra sus ma-

nos esposadas,
luego de que se le

declarara culpable.
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mientos contenidos en el informe “Un pacto
por la seguridad: 100 propuestas para en-
frentar la delincuencia en Chile” que, orga-
nizadas en ocho ejes (ver recuadro), detallan
no solo ideas, sino también plazos y cómo
implementarlas.

Su aporte es que “contiene una serie de
medidas que surgieron desde la visión y la
experiencia profesional de cada uno de
quienes fuimos convocados, obteniendo fi-
nalmente propuestas que tienen énfasis en
la gestión, la coordinación interinstitucio-
nal, en la disminución de la corrupción y de
los delitos, y que persiguen aportar a la cons-
trucción de un sistema de seguridad pública
que se relacione también con el mundo pri-
vado”, analiza el exfiscal Toledo. 

En este sentido, afirma que intentan apor-
tar con “herramientas, canales, interoperati-
vidad y gestión que permitan eficiencia en
las políticas públicas para disminuir la im-
punidad en áreas delictivas muy lesivas para
la sociedad”.

Algunas de las propuestas del documento
son la creación de dos nuevas cárceles de se-
guridad para líderes de bandas y un nuevo
sistema de regímenes penitenciarios dife-
renciados, la creación de fuerzas de tarea
conjuntas contra el crimen organizado y otra
para el control fronterizo, la creación de un
Tribunal Supraterritorial Especializado en
crimen organizado, narcotráfico y terroris-
mo, entre otros.

“Es una hoja de ruta concreta para mejo-
rar la seguridad, abordar el problema del cri-
men organizado que enfrenta el país y redu-
cir el temor de la ciudadanía”, sostiene Pilar
Giannini, y agrega que el documento desta-

ca “el rol que juega la coordinación interins-
titucional y el trabajo colaborativo para la re-
solución de problemas de seguridad, la revi-
sión de la experiencia comparada y la pre-
sentación de buenas prácticas concretas
acordes a la realidad del país”.

LA PRIMERA PIEDRA

“El documento constituye una verdadera
hoja de ruta”, asegura Blumel. Aunque la ini-
ciativa surge desde Evópoli, como el grupo
cuenta con cercanos a los tres partidos de Chi-
le Vamos, el documento adquiere un carácter
transversal y de consenso dentro del sector.

Además, se podría consolidar como el pri-
mer esfuerzo concreto que podría derivar las
medidas sobre seguridad de un programa de
gobierno del bloque. 

Al ser consultado por esta posibilidad,
Blumel contesta que “si es que quienes asu-
man el desafío de ir a una elección presiden-
cial toman estas propuestas, bienvenido sea.
Los centros de estudio siempre buscamos
contribuir en el debate de las ideas”. 

Agrega que “ese es el trabajo de un centro
de estudio, incidir en la discusión pública a
través de buenas políticas públicas basadas
en la evidencia”. 

Galli, por su parte, espera que “puedan ser
consideradas por los candidatos del sector
para poner sobre la mesa las medidas que
consideramos necesarias para avanzar en el
corto, mediano y largo plazo”.

Algunos aclaran, eso sí, que la precandida-
ta presidencial del sector, Evelyn Matthei, no
conoce el detalle del documento, pero que
han conversado con ella las propuestas de
seguridad, y existen bastantes coincidencias.

Más allá de mirar un futuro gobierno, en el
equipo afirman que es clave alcanzar con-
senso entre los distintos sectores políticos
para avanzar en estas materias, por lo que
esperan que algunas medidas comiencen a
aplicarse lo antes posible, incluso en esta ad-
ministración. Esa es la razón tras el título del
documento, dicen.

“Un pacto es una invitación a todos los ac-
tores a trabajar unidos en una agenda que no
es propia de un sector, sino que es un verda-
dero desafío país; quizás el más importante
desde la vuelta a la democracia”, se lee en
una carta firmada por Blumel y Obach al ini-
cio del informe.

“En tiempos en que el Gobierno ha decla-
rado que existe una crisis de seguridad y las
encuestas muestran que los chilenos consi-
deran, por lejos, a la seguridad como su prin-
cipal preocupación, este documento preten-
de proponer un camino para avanzar”, indi-
ca Galli. Añade que lo proponen “como un
intento por aunar voluntades para enfrentar
un tema que es de primera prioridad para el
Estado y la ciudadanía”.

Por lo mismo, y para darlo a conocer, es-
tán organizando un seminario para el 24 de
mayo en el Centro Cultural La Moneda. En
este, la ministra del Interior, Carolina Tohá,
realizará una introducción, y luego se desa-
rrollará un panel de conversación enfocada
en la seguridad municipal. Para este, ya está
confirmada la presencia de las alcaldesas de
Providencia y Vitacura, Evelyn Matthei y Ca-
mila Merino. n

Una de las propuestas es la creación
de fuerza liderada por la PDI para identifi-

car y expulsar a inmigrantes irregulares.
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experiencia profesional de
quienes fuimos
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“Esperamos que sean
consideradas por los candidatos
del sector para poner sobre la
mesa las medidas necesarias
para avanzar”.
JUAN FRANCISCO GALLI
Exsubsecretario del Interior

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

28/04/2024
      $1.616
     $13.136
     $13.136

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     320.543
     126.654
     126.654
       12,3%

Sección:
Frecuencia:

ACTUALIDAD
SEMANAL

Pág: 5


